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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

El 7 de agosto de 2015, Jitsalí Rivera Torres 

presentó un escrito de apelación en el que solicitó la 

revisión de una Sentencia dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Carolina, que desestimó una 

demanda en daños y perjuicios al amparo de la Regla 

39.2(c) de Procedimiento Civil. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

CONFIRMAMOS la Sentencia apelada. 

I. 

El 22 de febrero de 2012, Jitsalí Rivera Torres 

presentó una demanda contra la Universidad del Este 

(UNE) y el Profesor Christian Rivera Medina por daños 

sufridos en su mano derecha a raíz de una cortadura a 

su dedo pulgar. La demanda alegó que mientras tomaba 

el curso de “meat cutting” del Programa de Artes 
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Culinarias de la UNE, el profesor le pidió que picara 

pechugas de pollo descongeladas con la sierra de banda 

eléctrica. Alegadamente era la primera vez que los 

estudiantes aprendían a cortar con la sierra de banda. 

La demanda alegó que el profesor explicó brevemente 

las instrucciones y luego se marchó, dejando al grupo 

solo. Además se adujo que el profesor no le entregó 

guantes de seguridad y que la sierra de banda no 

contaba con interruptor de seguridad ni con un piso 

elevado para evitar el contacto con agua y sangre que 

se acumulaba. Mientras la apelante cortaba los pedazos 

de pollo, resbaló con el charco de agua creado por el 

pollo descongelado, y cayó contra la cuchilla de banda 

eléctrica. 

Como consecuencia de la cortadura, la apelante fue 

intervenida quirúrgicamente. Tuvo daños en un tendón y 

en un nervio de un dedo de su mano. En la demanda se 

alegó que la apelante tomó 80 terapias físicas y sobre 

60 terapias emocionales. En fin, le imputaron 

negligencia al  Profesor Rivera y a la Universidad del 

Este por la peligrosidad de las sierras de banda 

eléctrica, la falta de guantes de seguridad, la 

necesidad de interruptores de seguridad y de un piso 

elevado para evitar resbalar en charcos de agua 

causados por el descongelamiento de pollos y carnes. 

Los apelados presentaron su contestación a demanda 

en que negaron toda responsabilidad. Específicamente 

alegaron que la apelante estuvo debidamente advertida 

sobe el funcionamiento de la sierra eléctrica. Negó 

que el profesor abandonara el salón de clases. Los 

apelados tildaron de falso e incorrecto que hubiera 

agua en el piso. Alegaron que la estudiante estaba 
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hablando con su compañera en voz alta por lo que no 

estaba tomando todas las precauciones que se le 

instruyeron debía tomar. Adujeron que la apelante 

continuó “su actitud indisciplinada” y cuando el 

profesor se le acercó para pedirle que descontinuara 

los trabajos, la apelante se cortó. Alegaron que fue 

el profesor quien prestó los primeros auxilios. 

El juicio se celebró el 21 y 23 de enero de 2015. 

Los apelantes presentaron el testimonio del Profesor 

Christian Rivera Medina (quien es demandado y 

apelado), el testimonio del Dr. Eric R. Javier, 

fisiatra y perito de la apelante, la apelante Jitsalí 

Rivera y la psicóloga Dra. Rina Alonso Olivero. 

El primero en testificar fue el Profesor Christian 

Rivera Medina quien lleva entre siete y nueve años 

como profesor a tiempo completo en la Universidad del 

Este. Describió los aditamentos de seguridad en la 

máquina con sierra de banda. No la consideró una 

máquina peligrosa. Describió el uniforme completo del 

laboratorio, incluyendo “zapatos non-slip oil 

resistant”, así como ausencia total de prendas en 

manos o muñecas. El testigo manifestó que, como parte 

de la orientación que se le brinda a los estudiantes, 

se explicó las áreas de trabajo, así como los equipos 

a utilizarse, y la importancia de mantener seriedad y 

silencio porque se trabaja con objetos cortantes. 

Declaró que le enseña a cada estudiante la importancia 

de no tener distractores, hablar en voz baja, no hacer 

chistes, y tener el área de trabajo organizada. 

El profesor declaró que proveyó a los estudiantes 

las instrucciones para operar la sierra de banda, y 

además observó que cada uno lo hiciera correctamente 
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antes de dejarlos trabajando para atender las 

preguntas de otros estudiantes. A preguntas del juez, 

el testigo manifestó que supervisa que el estudiante 

realice correctamente la tarea en la sierra de banda, 

hasta que el estudiante tenga la competencia para 

ejecutar la tarea adecuadamente. 

En el contrainterrogatorio, el profesor manifestó 

que dio supervisión a la estudiante según las normas 

académicas, y que no existía ningún impedimento para 

no enseñarle a la estudiante a hacer el corte con una 

sierra de banda. Además, dijo que mientras hacía el 

ejercicio, la apelante estaba enfocada, pero 

posteriormente, el profesor la escuchó riendo en voz 

alta y le llamó la atención. 

Posteriormente declaró la demandante, Jitsalí 

Rivera Torres, quien manifestó que era la primera vez 

que se enfrentaba a la sierra de banda. Declaró que el 

profesor le explicó cómo se cortaría el pollo en 

presas y dónde se prendía y apagaba la máquina. La 

testigo comenzó a picar los pollos con su compañera y 

luego, el profesor regresó y demostró nuevamente como 

picar el pollo y se fue. En cuanto a la manera en que 

ocurrió el accidente, la testigo dijo que resbaló. 

Declaró que el profesor no le dio ninguna explicación 

sobre cómo utilizar la sierra de banda, solo donde se 

prendía o se apagaba. Además dijo que la sierra la 

utilizó ella y una compañera y no todo el grupo como 

había manifestado el profesor en su directo.  

Posteriormente, reiteró que el profesor no brindó 

ninguna explicación sobre la operación segura de la 

sierra de banda. El daño a su pulgar en la mano 

derecha requirió operaciones quirúrgicas incluyendo 
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implante de tendón. La testigo declaró que recibió 46 

terapias físicas y que continúa con mucho dolor. 

Además manifestó que necesita ayuda para levantar 

objetos pesados. La testigo manifestó que luego del 

accidente, buscó ayuda psicológica con la Doctora 

Aracelis Ortiz y recibió más de 30 sesiones. 

En el contrainterrogatorio, la apelante admitió 

que llevaba puesto el uniforme requerido por la 

universidad que incluía zapatos anti resbaladizos y a 

prueba de aceite, aun así aseguró que se resbaló. 

Admitió además que nunca estuvo inconforme con la 

explicación dada al profesor y que pudo ejecutar el 

ejercicio conforme la información dada. Admitió que le 

satisfizo la explicación dada por el profesor, luego 

admitió que la explicación fue suficiente para hacer 

el ejercicio. Posteriormente reconoció que no importa 

la suficiencia de la explicación sobre el uso de la 

máquina, realmente la causa del accidente fue que 

resbaló con sus zapatos anti resbaladizos. 

En el contrainterrogatorio, la apelante declaró 

que no tiene fuerza en su mano derecha. Sin embargo, 

fue confrontada con daños que ella ocasionó al carro 

de su padre. Daños al bonete, al poste del lado 

izquierdo, al cristal frontal, a ambos cristales 

laterales izquierdos, a la capota y a la puerta 

izquierda. La testigo manifestó que utilizó la mano 

izquierda cuando arremetió a batazos el carro de su 

padre. 

Luego se le confrontó con la contestación a un 

interrogatorio en que, por escrito y bajo juramento, 

alegó recibir más de 80 terapias físicas en su mano 

derecha, y el día del juicio dijo que recibió solo 46. 
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P. La pregunta es, ¿usted contesta sabiendo que no 

es correcto? 

R. Sí. 

P. Sabe que no es correcto. Y sin embargo, decidió 

bajo juramento dar un número mayor. ¿Correcto? 

R. Sí.1 

En cuanto a sus daños emocionales, la joven 

admitió que recibe tratamiento psiquiátrico y 

psicológico desde sus 14 años por problemas con los 

maestros, los compañeros de la escuela, los familiares 

y problemas de agresividad, además de baja autoestima 

e intentos suicidas. Manifestó en el redirecto que 

todos esos problemas habían quedado superados cuando 

llegó a la universidad. Sin embargo, en el 

recontrainterrogatorio, y basado en el informe 

pericial de la psicóloga perito de los demandantes, 

surgió que sus problemas emocionales continuaban al 

2009, 2011 y 2012. 

Posteriormente declaró la perito Dra. Rina Alonso 

Olivero, quien declaró que a pesar del historial 

psicológico previo y posterior al accidente, la 

apelante sufrió daños emocionales a causa del 

accidente. En el contrainterrogatorio, la doctora 

estuvo de acuerdo en el logro que representó para la 

demandante que haya completado sus estudios en cocina 

y “bartending”. 

Luego que concluyó el desfile de prueba de la 

parte demandante y apelante, los apelados solicitaron 

desestimación de la demanda al amparo de la Regla 

39.2(c) de Procedimiento Civil. Basaron su solicitud 

                                                 
1 Véase Transcripción de Juicio en su Fondo celebrado el viernes 

21 de enero de 2015, página 50. (Énfasis suplido) 
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en que los demandantes y apelantes no probaron la 

negligencia de los demandados y apelados. En ese 

momento, el tribunal se reservó su determinación y 

permitió que concluyera el desfile de prueba. Por 

último declaró el perito de los apelados, Dr. José 

Enrique Suárez Castro, quien practica el tipo de 

operaciones quirúrgicas realizadas a la demandante y 

determinó que la demandante tiene un dos por ciento de 

impedimento. 

En su Sentencia, el foro primario determinó que el 

profesor Rivera hizo las advertencias sobre el uso de 

la sierra de banda eléctrica, sobre los componentes de 

la sierra y cómo se lleva a cabo la limpieza. 

Determinó que la apelada llevaba puesto el uniforme 

que exige la universidad para tomar el curso, que 

incluye el uso de zapatos anti-resbaladizos y a prueba 

de humedecerse con aceite. El foro primario también 

determinó que el profesor le llamó la atención a la 

apelante por no llevar a cabo el ejercicio 

adecuadamente por mantener una conversación con una 

compañera estudiante. Asimismo, el foro primario 

determinó que la apelante mantuvo su conducta 

incorrecta y cuando el profesor se dirigió a ella para 

dar por finalizado el ejercicio, la apelante se cortó 

en el pulgar derecho, su mano diestra.  

En cuanto a la incapacidad causada por el 

accidente, el foro primario dio credibilidad al perito 

de los demandados y apelados, Dr. José Suárez Castro, 

quien adjudicó un 2% de incapacidad. El tribunal de 

primera instancia concluyó que el Dr. Suárez es 

ortopeda que realiza intervenciones quirúrgicas como 

la que se le practicó a la apelante. Por otro lado, el 
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perito de la apelante es fisiatra y nunca ha realizado 

intervenciones quirúrgicas como la realizada a la 

apelante. 

El foro primario concluyó que el profesor lució 

seguro y explicó de forma detallada en qué 

consistieron las instrucciones que brindó a la 

apelante, que el salón tenía desagües suficientes y 

que la máquina utilizada en ese curso no necesitaba 

otros aditamentos de seguridad. Concluyó además que la 

demandante-apelante no desfiló prueba que cuestionara 

el método de enseñanza aprobado por la universidad, 

que el profesor nunca ha tenido accidentes en los 

cursos que ofrece y que siempre ha utilizado la misma 

metodología de enseñanza. 

En cuanto al testimonio de la apelante Jetsalí 

Rivera Torres, el foro primario no le dio 

“credibilidad alguna” porque entró en “contradicciones 

que limitaron su credibilidad de forma tal que careció 

de validez.” Primeramente, adujo que la razón de su 

accidente fue la falta de conocimiento para operar la 

máquina, y luego, en el contrainterrogatorio, declaró 

que resbaló y que por esto se cortó. La apelante tuvo 

que concluir que la razón fue resbalar y no la falta 

de información. El foro primario también determinó que 

no se desfiló prueba en cuanto a que los zapatos 

fueran inseguros.  

Además, el foro primario concluyó, que la apelante 

mintió bajo juramento, esto por mentir en cuanto a la 

cantidad de terapias físicas que recibió en su mano 

afectada. Como prueba de impugnación, se le imputó a 

la apelante haber causado daño con un bate al vehículo 

de motor de su padre luego del accidente descrito en 
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su demanda. Su representación legal objetó y adujo que 

los daños fueron causados con la mano izquierda, lo 

que repitió la apelante. Ante esto, el foro primario 

no dio credibilidad a la alegación de que la apelante 

no podía sostener o hacer fuerza con su mano derecha. 

Finalmente, el tribunal concluyó que no podía darle 

crédito al testimonio de la demandante, “más aun, 

entendemos que le faltó a la verdad en varias 

ocasiones durante su declaración en corte, lo cual 

convirtió su declaración en un testimonio mendaz, 

falto de credibilidad y sin compromiso con la verdad.” 

El foro primario dictó Sentencia en que desestimó 

la demanda bajo la Regla 39.2(c) de Procedimiento 

Civil y determinó que la parte demandante no desfiló 

prueba alguna que demostrara negligencia por parte de 

los demandados. 

En el escrito de apelación, la apelante señaló la 

comisión de tres errores: 

PRIMERO: ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE  PRIMERA 

INSTANCIA AL CONCLUIR QUE LA PARTE APELANTE NO DESFILO 

PRUEBA ALGUNA QUE DEMOSTRARA NEGLIGENCIA Y QUE ELLO 

FUERA LA CAUSA PROXIMA DEL ACCIDENTE. 

 

SEGUNDO: ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE  PRIMERA 

INSTANCIA AL NO APLICAR LA DOCTRINA DEL HOMBRE 

PRUDENTE Y RAZONABLE CONFORME LO DISPONE EL ARTICULO 

1802 DEL CODIGO CIVIL DE PUERTO RICO Y ADJUDICAR LA 

CONTROVERSIA BAJO EL CRISOL DE UN ESTANDAR DE CONDUCTA 

INEXISTENTE Y LEVANTADO DE MANERA IMPROVISADA DURANTE 

EL JUICIO, A PESAR DE QUE ELLO FUERA OBJETADO POR LA 

DEMANDANTE. 

 

TERCERO: ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE  PRIMERA 

INSTANCIA EN SU APRECIACIÓN DE LA PRUEBA AL CONCLUIR 

QUE EL TESTIMONIO DEL DR. ERIC JAVIER NO MERECIO 

CREDIBILIDAD ALGUNA, AUN CUANDO SU OPINION ESTABA 

BASADA EN LA EVIDENCIA DOCUMENTAL MEDICA ADMITIDA EN 

EVIDENCIA; Y AL DESCARTAR PRUEBA DE DAÑOS QUE DESFILÓ 

DE MANERA IRREFUTADA. 

 

Los apelados presentaron su oposición a la 

apelación. Evaluada la petición de apelación y la 
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referida oposición, así como la transcripción del 

juicio en su fondo, disponemos de la controversia. 

III. 

-A- 

En materia de apreciación de prueba los foros 

apelativos deben brindar deferencia a las 

determinaciones de hechos formuladas por el Tribunal 

de Primera Instancia. Véase, Serrano Muñoz v. Auxilio 

Mutuo, 171 DPR 717, 740 (2007); Rolón v. Charlie Car 

Rental, Inc., 148 DPR 420, 433 (1999).  En fin, la 

norma general es que si la actuación del foro a quo no 

está desprovista de una base razonable y no perjudica 

los derechos sustanciales de una parte, debe 

prevalecer el criterio del juez de primera instancia, 

a quien corresponde la dirección del proceso. Sierra 

v. Tribunal Superior, 81 DPR 554, 572 (1959).    

En síntesis, el Tribunal de Apelaciones evitará 

variar las determinaciones de hechos del foro 

sentenciador, a menos que medie pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto. Véase, Regla 42.2 de 

las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2; 

Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 

(2013); Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 DPR 

799, 817 (2009). En lo pertinente, el Tribunal Supremo 

expresó lo siguiente:  

Una de las normas más conocidas en nuestro 

ordenamiento jurídico es que los tribunales 

apelativos no intervendremos con la 

apreciación de la prueba, la adjudicación de 

credibilidad y las determinaciones de hechos 

que realizan los tribunales de instancia, a 

menos que se demuestre que el juzgador actuó 

movido por pasión, prejuicio o parcialidad o 

que incurrió en error manifiesto. Dávila 

Nieves v. Meléndez Marín, supra, a la pág. 

753.  
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Por el contrario, el propio Tribunal Supremo 

también ha manifestado que la citada norma de 

autolimitación judicial cede cuando “un análisis 

integral de [la] prueba cause en nuestro ánimo una 

insatisfacción o intranquilidad de conciencia tal que 

se estremezca nuestro sentido básico de justicia; 

correspondiéndole al apelante de manera principal 

señalar y demostrar la base para ello”. Pueblo v. 

Cabán Torres, 117 DPR 645, 648 (1986).  

En cuanto a la apreciación de prueba documental, 

el Tribunal Supremo ha sido consistente en que los 

foros apelativos estamos en la misma posición que el 

foro sentenciador. Véase, Martí Méndez v. Abréu 

Feshold, 143 DPR 520, 527 (1997); Díaz García v. 

Aponte Aponte, 125 DPR 1, 13 (1989). En específico, en 

Central Igualdad, Inc. v. Srio. Hacienda, 83 DPR 45, 

52 (1961), nuestro más alto foro manifestó lo 

siguiente:   

Reiteradamente hemos resuelto que en cuanto 

se refiere a la apreciación de prueba 

documental nos encontramos en las mismas 

condiciones que el tribunal sentenciador y 

nos hemos negado a extenderle en forma 

incalificada el palio de inmunidad que 

generalmente prodigamos a determinaciones 

fundadas en la apreciación de prueba oral.  

 

Lo anterior resulta medular ya que es norma 

arraigada que como foro apelativo no debemos 

intervenir con las determinaciones de hechos, ni con 

la adjudicación de credibilidad que hace un Tribunal 

de Primera Instancia y sustituir mediante tal acción 

su criterio por el nuestro. Rivera Menéndez v. Action 

Services, 185 DPR 431, 448-449 (2012); S.L.G. Rivera 

Carrasquillo v. A.A.A., 177 DPR 345, 356 (2009). La 

apreciación que hace el foro primario merece nuestra 
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deferencia toda vez que es éste quien tiene la 

oportunidad de evaluar directamente el comportamiento 

de los testigos y sus reacciones ya que ese es el 

único que observa a las personas a declarar y aprecia 

su demeanor. Ramos Acosta v. Caparra Dairy Inc., 113 

DPR 357, 365 (1982).   

En ausencia de error manifiesto, pasión, 

prejuicio o parcialidad, los tribunales apelativos no 

intervendrán con la apreciación de la prueba hecha por 

el Tribunal de Primera Instancia. Regla 43.2 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V; Rivera Menéndez v. 

Action Services, supra, pág. 448-449; Monllor Arzola 

v. Sociedad de Gananciales, 138 DPR 600, 610 (1995).  

Ahora bien, si de un examen de la prueba se 

desprende que el juzgador descartó injustificadamente 

elementos probatorios importantes o fundó su criterio 

en testimonios improbables o imposibles, se ha 

justificado la intervención del tribunal apelativo con 

la apreciación de la prueba realizada por el tribunal 

sentenciador. C. Brewer PR, Inc. v. Rodríguez, 100 DPR 

826, 830 (1972). “El arbitrio del juzgador de hechos 

es respetable, mas no absoluto.” Rivera Pérez v. Cruz 

Corchado, 119 DPR 8 (1987). Por eso una apreciación 

errónea de la prueba no tiene credenciales de 

inmunidad frente a la función revisora de un tribunal 

apelativo. Íd.  Ahora bien, un tribunal apelativo no 

puede dejar sin efecto una sentencia cuyas 

conclusiones encuentran apoyo en la prueba desfilada. 

Sánchez Rodríguez v. López Jiménez, 116 DPR 172, 181 

(1985).  
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-B- 

En nuestro ordenamiento jurídico, el artículo 

1802 del Código Civil rige la responsabilidad derivada 

de actos u omisiones culposas o negligentes.  La 

referida disposición establece, en lo pertinente, que 

“el que por acción u omisión causa daño a otro, 

interviniendo culpa o negligencia, está obligado a 

reparar el daño causado”.  31 LPRA sec. 5141.  Es 

decir, que para probar una causa de acción por daños y 

perjuicios, es necesario que la parte demandante 

demuestre, mediante preponderancia de la prueba, (1) 

que ha habido un acto u omisión culposa o negligente; 

(2) que hay una relación causal entre el acto y el 

daño sufrido; y (3) que se ha causado un daño real al 

reclamante.  Véase, Nieves Díaz v. González Massas, 

178 DPR 820, 843 (2010). (Énfasis suplido).      

El Tribunal Supremo define el concepto de culpa o 

negligencia como “la falta del debido cuidado, que a 

la vez consiste esencialmente en no anticipar y prever 

las consecuencias racionales de un acto, o de la 

omisión de un acto, que una persona prudente habría de 

prever en las mismas circunstancias”. Nieves Díaz v. 

González Massas, 178 DPR, a la pág. 844; Valle v. 

E.L.A., 157 DPR 1, 18 (2002).  (Énfasis suplido).  De 

este modo, el factor de previsibilidad es un elemento 

indispensable. Nieves Díaz v. González Massas, 

supra.    

Respecto a la relación causal, ésta es un 

componente imprescindible en una reclamación en daños 

y perjuicios, ya que “es un elemento del acto ilícito 

que vincula al daño directamente con el hecho 

antijurídico.” Rivera v. S.L.G. Díaz, supra, pág. 422. 
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Del daño culposo o negligente surge el deber de 

indemnizar que “presupone nexo causal entre el daño y 

el hecho que lo origina, pues sólo se han de 

indemnizar los daños que constituyen una consecuencia 

del hecho que obliga a la indemnización”. López v. 

Porrata Doria, supra, pág. 151. 

En nuestro ordenamiento rige la teoría de 

causalidad adecuada. Esta teoría dispone que no es 

causa toda condición sin la cual no se hubiera 

producido el daño, sino la que ordinariamente lo 

produce según la experiencia general. Montalvo v. 

Cruz, 144 DPR 748 (1998). La jurisprudencia ha 

sostenido que un daño parece ser el resultado natural 

y probable de un acto negligente si, después del 

suceso y mirando retroactivamente dicho acto, tal daño 

aparece como la consecuencia razonable y ordinaria del 

acto. Torres Trumbull v. Pesquera, 97 DPR 338 (1969); 

Estremera v. Inmobiliaria RAC, Inc., 109 DPR 852 

(1980).  

El principio de causalidad adecuada requiere que 

en todo caso de daños y perjuicios el demandante 

pruebe que la negligencia del demandado fue la que con 

mayor probabilidad causó el daño sufrido. Parrilla 

Báez v. Airport Catering Services, y otros, 133 DPR 

263 (1993). De esta forma, un demandado responde en 

daños si su negligencia por su acción u omisión es la 

causa próxima del daño, aun cuando no sea la única 

causa del daño. Velázquez v. Ponce, 113 DPR 39 (1982). 

Para que prospere una acción en daños y 

perjuicios es preciso que el demandante demuestre, por 

preponderancia de la prueba, la realidad del daño 

sufrido, la existencia de un acto u omisión negligente 
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y, además, el elemento de causalidad. Art. 1802 del 

Código Civil, supra. La suficiencia, contundencia o 

tipo de prueba presentada, así como el valor que los 

tribunales le darán, dependerá, naturalmente, de las 

circunstancias particulares de cada caso de 

conformidad con nuestro derecho probatorio.  

La prueba presentada deberá demostrar que el daño 

sufrido se debió con mayores probabilidades a la 

negligencia que el demandante imputa. Se requiere, 

además, que la relación de causalidad entre el daño 

sufrido y el acto negligente no se establezca a base 

de una mera especulación o conjetura. Castro Ortiz v. 

Mun. de Carolina, 134 DPR 783, 793 (1993); Rodríguez 

Crespo v. Hernández, 121 DPR 639, 649-650 (1988).   

-C- 

La Regla 39.2 (c) de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 39.2, regula lo relativo a la 

presentación de una moción de desestimación por falta 

de prueba suficiente o non suit.  Dicha Regla 39.2 

(c), supra, establece que:   

 

(c) Después que la parte demandante haya 

terminado la presentación de su prueba, la 

parte demandada, sin renunciar al derecho de 

ofrecer prueba en caso de que la moción sea 

declarada "sin lugar", podrá solicitar la 

desestimación fundándose en que bajo los 

hechos hasta ese momento probados y la ley, 

la parte demandante no tiene derecho a la 

concesión de remedio alguno. El tribunal 

podrá entonces determinar los hechos y dictar 

sentencia contra la parte demandante, o podrá 

negarse a dictar sentencia hasta que toda la 

prueba haya sido presentada. […]  (Énfasis 

suplido).     

  

Recordemos que el Tribunal de Primera Instancia, 

en su deber de hacer justicia, tiene la discreción de 

evaluar la totalidad de la prueba, ponderarla y luego 

emitir su dictamen. Es dicho tribunal el que tiene la 
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responsabilidad de recibir la prueba presentada, 

aquilatarla y otorgar la credibilidad que merezca. 

Según surge de lo dispuesto en la citada Regla, el 

tribunal tiene la discreción para dilucidar todos los 

hechos y dictar sentencia o desestimar una demanda 

instada si entiende que la presentación de prueba por 

la parte demandada no es necesaria. El Día, Inc. v. 

Mun. de Guaynabo, 187 DPR 811 (2013).   

Ahora bien, si el juzgador de los hechos entiende 

que es necesario que la parte demandada desfile su 

prueba, puede negarse a desestimar la acción en esa 

etapa del juicio y ordenar la continuación del juicio. 

Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894, 

916 (2011). De esta forma, el tribunal, en su sana 

discreción, se asegura de  adjudicar la controversia 

de la manera más justa, tras haber evaluado todos los 

posibles escenarios.   

La Regla 39.2 (c) de Procedimiento Civil, supra, 

autoriza al tribunal a aquilatar la prueba presentada 

por el demandante y a formular su apreciación de los 

hechos según la credibilidad que le merezcan, sin que 

tenga que exigir la prueba presentada por el demandado 

si se convence de que el demandante no puede 

prevalecer.  Esta facultad debe ser ejercitada luego 

de un escrutinio sereno, concienzudo y cuidadoso de la 

prueba. Irizarry v. A.F.F., 93 DPR 416, 420-21 (1966).  

III 

 Los señalamientos de error que alega la parte 

apelante buscan impugnar la apreciación de la prueba 

de parte del tribunal de primera instancia, por ello 
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los discutiremos de forma conjunta
2
. Sin embargo, la 

peticionaria no ha logrado persuadirnos. Examinada la 

transcripción de los testimonios vertidos en el juicio 

en su fondo, en particular el contrainterrogatorio a 

la apelante, coincidimos con la Sentencia emitida por 

el foro primario. Veamos. 

 Surge del testimonio de la propia demandante-

apelante que la explicación que brindó el profesor 

para hacer el corte con la máquina de sierra de banda 

fue suficiente. Explicó que la razón de su caída fue 

que resbaló, esto a pesar de que tenía puesto sus 

zapatos anti resbaladizos. La apelante no trató de 

probar que los zapatos fueran defectuosos. No hay 

prueba de que los zapatos causaran el accidente. Sin 

embargo, el contrainterrogatorio a la apelante dejó 

claro que dicho resbalón fue la causa del accidente. 

El testimonio de la apelante no apoyó la teoría 

esbozada en su demanda de que el accidente fuera por 

falta de supervisión directa o instrucciones 

insuficientes del profesor demandado. 

 En conclusión, el testimonio de la apelante no le 

mereció crédito al foro apelado que es el único que 

tiene el beneficio de observar a los testigos y 

declarar. Además, la parte apelante no desfiló prueba 

alguna que estableciera que el profesor o la 

universidad hayan sido negligentes en el diseño 

curricular de la clase de meat cutting. No se desfiló 

prueba alguna que estableciera que las instrucciones 

dadas por el profesor o su metodología de enseñanza 

fueran negligentes. En fin, la parte apelante no pudo 

                                                 
2 El tercer error versa sobre apreciación de la prueba pero en 

cuanto a los daños sufridos por la apelante. Debido a que estamos 

confirmando la sentencia apelada, no es necesario discutir ese 

tercer error. 
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establecer cuál fue la conducta antijurídica realizada 

por los apelados para que acarree responsabilidad 

civil extracontractual. 

Conforme a lo anterior, nos encontramos ante una 

ausencia total de un vínculo entre el daño sufrido por 

la apelante y los actos y omisiones imputados a los 

apelados. Ante la ausencia de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto, procede respetar la 

norma de deferencia a foro apelado, por lo que 

CONFIRMAMOS la Sentencia apelada. 

IV. 

Por todo lo cual, CONFIRMAMOS la Sentencia 

apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

                                                   

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


